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Resumen 

Los serv1c1os de seguridad privada han tenido un incremento 
cuantitativo durante la úlcima década, lo cual está relacionado con 
la inseguridad de la población dado el auge delincuencia! y violen­
cia en nuestra sociedad. Asimismo, otra serie de factores que se aso­
cian al incremento de dichos servicios son: la falca de mecanismos 
y controles sobre estos servicios; la poca credibilidad de la pobla­
ción en el sistema de justicia, y una labor policial que, aunque impor­
tante, no ha logrado controlar la criminalidad. El presente artículo 
describe y analiza el desarrollo que han tenido los servicios priva­
dos de seguridad, así como los diversos factores que se relacionan 
con su incremento. 

Con el fin de la guerra en 1992, El Salvador 
da inicio a un proceso de consolidación de la de­
mocracia. Una serie de transformaciones políticas, 
sociales y económicas, pactadas por el gobierno y 
la insurgencia en la mesa de los acuerdos de paz, 
establecieron las bases para una nueva conviven-

cía social, y aunque los logros han sido importan­
tes, el problema de la violencia en el país sigue 
latente. La década de los noventa se ha caracteriza­
do por una creciente violencia delictiva. La insegu­
ridad ciudadana se ha convertido en una de las 
principales preocupaciones de la pohlaci6n, y a pe­
sar de que la Policía Nacional Civil ha hecho es-

1. Este artículo forma parte de un proyecto estudio. realizado a nivel centroamericano. acerca de los servicios 
privados de seguridad. Fue financiado por la Fundación Arias para la Paz y el Progreso Humano. El capítulo 
salvadoreño fue encomendado al Instituto Universitario de Opinión Pública de la UCA. La uutora, en nomhrc del 
1 UDOP. agradece a la Fundación el apoyo brindado para la realización del estudio. 

2. lnvcstigadorn del IUDOP. 
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fuerzos valiosos para disminuir los índices de cri­
minalidad, también ha sido duramente cuestionada 
por su falta de efectividad. 

En este contexto, los servicios privados de se­
guridad han tenido un crecimiento notable. Lacre­
ciente criminalidad, la percepción de inseguridad 
y falta de confianza y garantía en la seguridad pú­
blica, han generado una mayor oferta y demanda 
de estos servicios. Su crecimiento ha sido tal, que, 
actualmente, la cantidad de agentes con que cuen­
tan es mayor que el número de agentes de la Poli­
cía Nacional Civil. Hasta ahora, el control y la 
regulación de estos servicios ha carecido de meca­
nismos rigurosos, y aunque la ley ha establecido 
las regulm:iones e instituciones encargadas para su 
aplicación. se observa un gran vacío en la ejecu­
ción de ésta. 

Con el presente artículo se hace un esfuerzo 
por ahondar en el origen y el crecimiento que es­
tos servicios han tenido, así como conocer y re­
flexionar sobre la normativa que los regula. Para 
ello, hemos dividido este trabajo en cinco apartados. 
En primer lugar se abordan las causas del surgi­
miento y auge de los servicios privados de seguri­
dad. A continuación, se exponen cifras acerca de los 
servicios. c.111tidad de servicios que existen, equipo 
con el que cuentan y total de personas registradas, 
entre otros. En un !ercer apartado se trata la nonnati­
va salvadoreña, especialmente la ley emitida en 
l lJlJ4 y la nueva legislación aprobada en el 2000. 
Los beneficios y problemas que los servicios priva­
dos de seguridad constituyen, es el tema tratado en 
el cuarto apartado. Finalmente, se exponen las con­
clusiones y recomendaciones de este trabajo. 

Diferentes instituciones, organizaciones y me­
dios de comunicación han criticado la falta de 
control y rcgulacilÍn que se cl'cctúa sobre los servi­
cios privados de seguridad. Espccialmcnle por la 
compleja y dolorosa experiencia que se vivió du­
r,1ntc la guerra y la vinculación de algunas empre­
sas en actos delictivos y el crimen organizado, al­
gunos sectores consideran que la seguridad públi­
ca y la seguridad privada necesitan de una riguro­
"' y continua verificación. La preocupación ciuda­
dana se centra en la posibilidad, no muy remola, 
de que dichos agentes contribuyan con sus accio­
nes a agravar la situación actual de inseguridad. 
Las inlcrroganlcs generadas por las empresas de 
seguridad privada abarcan la cantidad de arma­
mento con que cuentan estas estructuras, los ante-

•>011 

cedentes de los agentes contratados, los dueños de 
los negocios y la cantidad de agentes que suman 
estos servicios. 

Los servicios privados de seguridad no consti­
tuyen un problema en sí mismos. Sin embargo, 
dada la particularidad de su servicio y consideran­
do el antecedente de guerra que sufrió nuestro 
país, es urgente que se regule y controle con efi­
ciencia su labor. También es importante que la Po­
licía Nacional Civil ejerza con mayor efectividad 
su labor, que consiste en mantener y asegurar la 
seguridad pública, de tal manera que los servicios 
privados sean una alternativa y no la "única" solu­
ción ante el complejo problema de inseguridad. 

l. Causas del surgimiento y auge de los servi­
cios privados de seguridad 

1.1. Antecedentes 

Los servicios privados de seguridad se origina­
ron a principios del siglo pasado, cuando los deno­
minados "serenos" ofrecían un servicio de seguri­
dad en las calles o en zonas determinadas, por lo 
cual cobraban. Asimismo, los cuidadores de las fin­
cas o haciendas protegían las propiedades de los 
patronos y recibían un pago por esta labor. 

Sin embargo, la especialización y organi1.ación 
de los servicios privados de seguridad se inicia en la 
década de los setenta, época en la cual se incrementa 
la violencia política y social en El Salvador. Legal­
mente, en esta década se registra una agencia pri­
vada de seguridad ( 1975), pero ante la creciente 
polarización social que vive el país, se puede ob­
servar otro tipo de servicios como los ejércitos pri­
vados de los terratenientes o los grupos paramili­
tares. 

Durante el con 11 icto armado ( 1980-1992), el 
servicio de seguridad privado legalizado tiende a 
incrementarse de manera paulatina. Durante doce 
años se inscriben en el registro de comercio un total 
de 15 empresas (La Prensa Grcifica, 18 de marzo 
de 2001, p. 6c ). El servicio de estas agencias esta­
ba orientado principalmente a la contratación de 
custodios para la protección de personas o empre­
sas, así como al blindaje de automóviles, entre 
otros. Estas medidas se consideraban necesarias 
para paliar la inseguridad, producto de la guerra. 

Durante este período, la regulación y el control 
de los servicios de seguridad privada estaban a car-
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go de los cuerpos de seguridad. Según Rodrigo 
Ávila, los registros los llevaba la ex Policía Nacio­
nal, pero no se tiene infonnación sobre ellos\ Es 
más, en esa época no existía una ley que reglamen­
tase dichas instituciones; la regulación se basaba en 
los reglamentos internos de los cuerpos de seguridad. 

1.2. Los servicios privados de seguridad en los 
noventa 

En los noventa, al li-

mento de hechos delictivos, especialmente en lo 
que se refiere a los delitos contra la vida, la inte­
gridad física y el patrimonio. Estos hechos gene­
ran temor y alarma en la población "por herir di­
rectamente a las personas o a su entorno inmedia­
to" (Carranza, 1997, p. 23). 

En un estudio efectuado por el IUDOP para el 
Banco Interamericano de Desarrollo, se determinó 

que El Salvador era uno 
de los países del conti­

nalizar el conllicto arma­
do interno, fue cuando los 
servicios privados de se­
guridad experimentaron 
un mayor auge. El fenó­
meno se vincula princi­
palmente a un problema 
de inseguridad ciudadana. 
Investigadores sociales 
señalan 4ue este proble­
ma hace alusión a dos he­
chos vinculados, pero dis­
tintos: por un lado, la per­
cepción de inseguridad 
4ue tiene la población, y 
por el otro, la magnitud 
de la criminalidad y de 
ciertos tipos de delitos 
(Carranza. 1997, p. 172). 

Los servicios de seguridad privada han 
tenido un crecimiento notable. 

nente americano con la 
tasa de homicidio más 
alta, por lo cual este deli­
to se constituyó en la 
principal causa de muerte 
a nivel nacional. De igual 
forma se señaló 4ue ··Ja 
magnitud de la violencia 
expresada en hechos de­
lincuenciales y atentados 
contra el patrimonio son 
significativamente altos" 
(ECA, 1997, p. 964). 

La creciente criminalidad, la percepción 
de inseguridad y falta de confianza y 
garantía en la seguridad pública, han 

generado una mayor oferta y demanda 
de estos servicios [ ... ] Hasta ahora, el 

control y la regulación de estos servicios 
ha carecido de mecanismos rigurosos, y 

aunque la ley ha establecido las 
regulaciones e instituciones encargadas 
para su aplicación, se observa un gran 

vacío en la ejecución de ésta. 

Los registros de la Fis­
calía General de la Re­
publica y de la Policía Na­
cional Civil confirman la 
magnitud del problema 

El incremento de los servicios privados de se­
guridad sólo se comprende en el contexto de un 
problema tan complejo como lo es la criminalidad. 
Desde 1993. dicho problema ha sido señalado por 
la población. en sondeos de opinión pública, como 
su principal preocupación social, por encima del 
tema ecor1<ímico. A través de los medios de comu­
nicación y en la vida cotidiana, los ciudadanos per­
ciben que los actos delictivos continúan y tienden a 
incrementarse o mantenerse -lo cual se refleja, en 
cierta manera. en los registros institucionales so­
bre la delincuencia-. Los salvadoreños y las sal­
vadoreñas consideran que la posibilidad de ser 
víctima de un acto delictivo es cada vez mayor. 

La opinión pública no dista de la realidad. Los 
registros muestran 4ue durante la última década, 
El Salvador ha experimentado un continuo incre-

(ECA. 1997. p. 954). Aun­
que la información de las instituciones varía consi­
derablemente•. se observan tendencias en los re­
gistros consultados. Por ejemplo, desde 1994 hasta 
1997, se registraron más de 6 000 homicidios 
dolosos por año, según el registro de la Fiscalía. 
Según cálculos efectuados por el IUDOP, estos 
datos se traducen en una tasa anual por arriba de 
las 100 muertes por cada cien mi I habitantes, lo 
cual coloca a El Salvador entre los países de Amé­
rica Latina con las tasas más altas de muerte inten­
cional. En cuanto a los delitos contra la propiedad', 
estos son los que se presentan con mayor frecuen­
cia. Durante 1994 a 1997, en la Fiscalía se regis­
traron, en promedio, diez mil procesos por año. 

No es extraño, entonces, que desde 1994, fecha 
en 4ue la Policía Nacional Civil inicia el registro 
de los servicios privados de seguridad, se observe 

>. Entrevista con el diputado de Alianza Republicana Nacionalista (ARENA), Rodrigo Ávila Ávilés. 
➔. Para mayor información, consulte Cruz, J.; Trigueros, A. y Gonzálcz. F. U cri111e11 1·iole1110 e11 /J Sah•culor, San 

Salvador. 2000 . 
.'i. Se hace referencia específicamente a los delitos de robo, hurto y daños a la propiedad privada. 
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un incremento continuo de la oferta y demanda de 
estos servicios. El crecimiento se centra especial­
mente en aquellos servicios orientados a la protec­
ción de la vida, la integridad física y los bienes 
materiales; es t.lccir, guardias de seguridad para 
empresas. colonias o personas particulares; y pro-

lección a mercadería, pago de planillas o valores 
en tránsito. En la Figura I se describe el desarrollo 
que han tenido las empresas de seguridad privadah 
desde 1975 hasta el 2000. La década de los noven­
ta marca el inicio de su auge, y en 1998 se observa 
un registro mayor. 

Figura 1 
Número de empresas de seguridad privada, 

según el Registro de Comercio de 1975 al 2000 
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Co1110 se señaló anteriormente, la situación de 
criminalidad y la sensación de inseguridad de los 
habitantes 1,1111bién est,í vinculada a la poca o 
inapropiada respuesta desde la normativa y las ins­
tituciones. enc.trgadas de la aplicación y el funcio­
namiento de la seguridad pública en nuestro país. 
En los últimos aiios. aunque la Policía Nacional 
Civil y otras instancias han hecho enormes esfuer-
1os encaminados a disminuir la cri111inalidad en el 
país. también se han observado dcl'iciencias y va­
dos profundos. 

En l 99X entní en vigencia el nuevo Código 
Pen,tl y Procesal Penal. los cuales produjeron mo­
dificaciones importantes en el ejercicio de la segu­
ridad pública. A pesar de que aportaron importan­
tes avances en materia _jurídica. dichas modifica­
ciones han sido duramente cuestionadas en cuanto 
a los procedimientos y las facultades que otorgan 
a la Policía Nacional Civil. En reiteradas ocasio­
nes. sectores de la empresa privada han manifesta­
do que el problema delincuencial se debe, en gran 
111edida. a la falta de herramientas otorgadas a la 
PNC y las concesiones que presta la nueva norma­
tiva a los delincuentes. 

En materia legislativa, la nueva normativa es 
considerada como una de las mejores en América 
Latina. No obstante. las instituciones gubernamen­
tales han mostrado poca eficiencia y capacidat.l a 
la hora de imple111e111arla. Se ha señalado que la 
Policía Nacional Civil y otras instituciones aLlíl no 
han logrado adaptarse a los requerimientos de la 
legislación. Un factor deter111ina111e en el poco éxi­
to de la 11or111a1iva ha sido la pobre capacitación 
que han tenido los funcionarios destinados a im­
ple111entarla. Por otro lado, algunos sectores, como 
la empresa privada. atribuyeron la poca efectividad 
de la normativa a su excesiva protección a los de­
rechos de los acusados y a los procedimientos dc­
masiat.lo legal islas para una acción rüpida de la 
Policía. El X de febrero de 200 l. con el apoyo de 
los partidos políticos de derecha (Alianza Republi­
cana Nacionalista y el Partido de Conciliación Na­
cional), los códigos sufrieron nuevas reformas, 
orientadas a endurecer la penas y otorgar mayores 
facultades a la Policía Nacional Civil para operar 
en contra de los delincuentes (El Diario de Hor, 9 
de febrero de 2001. pp. 2-3). El argumento que utili­
zaron los legisladores para _justificar la reforma fue 

h. Los d:1tos súlo corresponden a agencias privadas de seguridad. pero los servicios privados abarcan también 
:1.,0L·i,1cio11cs y personas independientes que prestan estos servicios. 
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el 4ue ciertos artículos de los códigos 
procesal y procesal penal no otorgaban 
los instrumentos necesarios para "com­
batir" la delincuencia. 

Asimismo, durante los últimos 
años. la instancia principal encargada 
de hacer funcionar y cumplir la aplica­
ción de la seguridad pública, la Policía 
Nacional Civil. ha sido duramente 
cuestionada en cuanto a la labor de 
combate. prevención y disuasión del 
delito y l,1 delincuencia. Además, se ha 
vinculado a algunos de sus elementos en 
hechos delictivos y. en ocasiones. en el 
crimen organi1.ado. La falta de eficacia 
para disminuir los índices delictivos y 
la vinculaci1ín de elementos de la Poli-
cía en actos delictivos han propiciado un ambiente 
de desconl"ian1.a e inseguridad en la población. 

ScgLÍn un sondeo de opinión pública. el 64.4 
por ciento de la población cree 4ue la Policía Na­
cional Civil cst,í perdiendo apoyo y respeto. Sólo 
el n.5 por ciento cree que está ganando y el 12.1 
por ciento expresa que no sabe (IUDOP, 2000, p. 
50). Recientemente. un informe del Departamento 
de Estado de Estados Unidos señaló que, de 1999 
al 2000, se han cometido 87 asesinatos, atribuidos 
a agentes polici,tlcs en El Salvador (El Diorio de 
Hm. 27 de febrero de 2001 ). 

En mayo del 2000, como parte de un esfucrw 
por me_jorar la imagen y la labor de la institución 
policial. la Policía Nacional Civil inició un proce­
so de depuración. lo cual ha llevado a la scpara­
ci(in de 111,ís de un 111illar de agentes de sus funcio­
nes. No obstante. la percepción de la población es 
desl"avorable: el 47.4 por ciento de los entrevista­
dos considera que la depuración no contribuirá a 
la dis111inuci1ín de la delincuencia (IUDOP, 2000, 
p. 53). Asimismo. otras instancias relacionadas 
con la seguridad pública. como la Fiscalía General 
de la República y la Corte Suprema de Justicia. 
también han sido cuestionadas, pese a los csfucr-
1.os de modcrni1.ación y reestructuración. Tanto la 
Fisctlía como la Corte Suprema de Justicia han 
iniciado un proceso de depuración de sus fiscales 
y _jueces. respectivamente (La Pre11.1·a Gráfica, 23 
de febrero de 2001. p. 24 ). 

Dada la magnitud de la delincuencia y la falta 
de credibilidad en las instituciones encargadas o 
vinculadas a la seguridad pública, la población ha 

buscado alternativas para su seguridad. Las alter­
nativas más comunes. entre a4uellas personas 4uc 
cuenta con los recursos económicos y que buscan 
proteger su integridad física y sus bienes materia­
les dentro del marco de la ley, van desde la com­
pra de un arma para uso y cuidado personal y/o de 
su familia hasta la contratación de servicios priva­
dos de seguridad. La decisión respecto a qué alter­
nativa escoger. cst.í ligada a la cultura de la vio­
lencia que existe en El Salvador. Un estudio del 
IUDOP revela que la vida cotidiana de la pobla­
ción salvadoreña presenta un elevado índice de ac­
titudes y normas violentas. La solución a los con-
11 ictos encuentra una respuesta en la violencia. Por 
ejemplo, la investigación describe que "seis de 
cada diez personas matarían por defender su patri­
monio y cuatro ele cada dic1. lo harían por defen­
der su familia" (IUDOP, 1999, p. 90). 

La población tiene arraigados valores y con­
ductas que encuentran en la violencia una de las 
principales alternativas para la solución ele los pro­
blemas. Por ello, hay una afinidad entre la relación 
protección y agente-arma, seguridad y armas. Es­
tas respuestas ante la inseguridad abonan lo que se 
denomina la ··espiral de la violencia" (Martín­
Baró, 1983, p. 381 ). Otro factor que incide en el 
incremento de los servicios privados de seguridad, 
es la facilidad con que pueden operar. Hasta aho­
ra, contar con el registro de comercio y entregar 
informes periódicos a la Policía Nacional Civil, 
eran los requisitos necesarios para trabajar. ya que 
la regulación y el control por parte de la Policía no 
se han aplicado según la normativa. Dicho punto 
se abordará m.ís adelante. 
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En conclusión, en nuestro país, el auge de los 
servicios privados de seguridad y de ciertos servi­
cios en particular, se vincula a la necesidad de la 
población de proteger sus bienes materiales y su 
integridad física. Las causas que fomentan la ofer­
ta y demanda de estos servicios son múltiples y se 
interrelacionan. La criminalidad, la inseguridad 
ciudadana, la falta de efectividad y credibilidad en 
las instituciones, las normas y actitudes hacia la 
violencia, así como la permisividad de la legisla­
ción de control y regulación, son factores que in­
tervienen en su desarrollo. 

2. Cifras acerca de los servicios privados de se­
guridad 

Aquí se hace una descripción de los diferentes 
servicios privados de seguridad que regula la ley, 
así como los servicios que ofrecen. Asimismo, de­
talla la cantidad de personas o empresas que se dedi­
can a la seguridad privada, características del per­
sonal y cifras acerca del equipo que utilizan. Fi­
nalmente, se describe la relación que hay entre ar­
mas de fuego y servicios privados de seguridad. 

2.1. Tipos y servicios que ofrecen 

De acuerdo con la ley, los servicios privados 
de seguridad se han clasificado en cuatro Lipos. En 
primer lugar, están las Agencias de Seguridad Priva­
da. la;, cuales se definen corno aquellas "agencias o 
empresas propiedad de personas naturales o jurídi­
cas de carácter privado que se dediquen al adiestra­
miento, transporte de valores, prestación de servi­
cios de cust<xlia, vigilancia o protección a personas 
naturales o jurídicas y sus bienes" (Artículo 2). 

En segundo lugar, se encuentran las Asociacio­
nes de Vigilantes y Vigilantes Independientes. Esta 
clasificación hace referencia a aquellas asociaciones 
o personas independientes que se dedican "a la vi­
gilancia y protección de personas y viviendas en 
barrios. colonias o zonas geográficamente deter­
minadas" (/bid.) 

Las Agencias de Investigación Privada consti­
tuyen el tercer tipo de servicio privado. En vez de 
brindar protección, estas agencias suelen prestar ser­
vicio a paniculares para investigar determinadas si-

tuaciones o personas. Las empresas que se dedican 
a la investigación privada cuentan con una amplia 
gama de aplicaciones. Por ejemplo, se dedican a 
investigar antecedentes de personas que están soli­
citando empleo, verifican sus direcciones, solicitan 
la opinión de los vecinos de las personas que in­
vestigan, verifican sus estudios, sus antecedentes la­
borales y policiales. De igual forma pueden inves­
tigar robos, falsedad o autenticidad de documentos, 
facturas, cheques, finnas y sellos. Otras actividades 
son la elaboración de retratos hablados, la ubica­
ción de personas morosas o cómplices de delitos y 
actividades sindicales no autorizadas por una em­
presa, entre otras. 

Finalmente, se encuentran los denominados 
Servicios Propios de Protección Patrimonial, que 
son brindados por personas naturales o jurídicas 
que cuentan con un servicio propio de seguridad, 
para proteger a las personas al servicio de la em­
presa, el patrimonio y el transporte de valores7

• 

Las empresas de seguridad privada prestan di­
versos tipos de servicios, entre estos podemos 
mencionar los siguientes. 

• Guardias de seguridad para el área industrial, co­
mercial y residencial. 

• Escolta de mercadería, pago de planillas o va­
lores en tránsito. 

• Guardaespaldas para ejecutivos, empresarios, 
políticos y empresarios extranjeros. 

• Asesoría en seguridad física a instalaciones in­
dustriales, comerciales y residencias. 

• Instalaciones de equipo de seguridad electróni­
co en industria, comercio y residencias. 

• Cursos de capacitación y adiestramiento en se­
guridad profesional. 

• Adiestramiento en uso y manejo de armas de 
fuego. 

• Investigaciones técnicas y prueba de polígrafo. 

Los servicios que presentan mayor demanda son 
los guardias de seguridad para el área industrial, co­
mercial y residencial. Prosigue la escolla de mer­
cadería, pago de planillas o valores en tránsitoK_ 

7. La ley de 1994 regulaha a los cuerpos o a las unidades de vigilancia y protección de los Órganos del Estado e 
lnslituciones Autónomas. La presente ley no los contempla, ya que pasaron a formar parte del decreto 226, la 
Ley de los Servicios de Seguridad del Estado. Instituciones Autónomas y de las Municipalidades. 

X. E111rcvista al gerente administrativo de la empresa Centuriones. 
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2.2. Cantidad de empresas 

A partir de 1994, el Departamento de Registro y 
Control de los Servicios Privados de Seguridad de la 
Policía Nacional Civil inició el proceso de registro 
de los servicios existentes y de nueva formación. En 
la actualidad, la cantidad de empresas registradas en 
esta división suman 295. Del total, 265 empresas 
se encuentran activas y 30, inactivas. 

Entre los serv1c1os privados de seguridad, las 
agencias de seguridad privada constituyen la ma­
yor proporción -el 60.7 por ciento- y le siguen 
los servicios propios de protección --con el 28.8 
por ciento del total de los servicios-. Las agen­
cias de investigación y las asociaciones de vigilan­
tes cuentan con el menor porcentaje -del 6.4 y 
4.1 por ciento, respectivamente-. 

Cuadro 1 
Número de entidades que prestan servicios privados de seguridad 

Denominación Número de entidades 
Activas Inactivas Total Porcentajes 

Agencias de Seguridad Privada 160 19 179 60.7 
Servicios Propios de Protección 76 9 85 28.8 
Agencias de Detectives Privados 18 1 19 6.4 
Asociación de Vigilantes 11 1 12 4.1 
Total 265 30 295 100.0 

F11e111e: Divisicín de Registro y Control de los Servicios Privados de Seguridad. 

La Figura 2 muestra el desarrollo que han teni­
do los servicios privados de seguridad desde 1994 
hasta el 2000. Las Agencias de Seguridad Privada 
(ASP) muestran. por lo general, un crecimiento 
continuo. Sólo se registra una haja en 1997. El año 
de mayor inscripción fue 1999. 

Los Servicios Privados de Protección (SPP) 
muestran una tendencia diferente; se incrementan 

en 1995 y 1996. Sin cmhargo, de 1997 al 2000 
experimentan una paulatina disminución. Las Agen­
cias de Investigación Privada (AIP) y las Asocia­
ciones de Vigilantes Independientes (AVI) son las 
entidades que descrihen un proceso müs lineal, 
pues el registro anual no muestra elevados incre­
mentos o reducciones. 

Figura 2 
Número de servicios privados de seguridad registrados de 1994 al 200 
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El menor registro de Servicios Privados de Se­
guridad se presenta en 1994, año en que se repor­
taron sólo 14. En los años siguientes, 1995 y 
1996, se ohserva un crecimiento elevado en los 
datos con 47 y 49 servicios, respectivamente. En 
especial, se incrementaron las agencias de seguri­
dad privada. Pese a una considerahle disminución 
en 1997. pues se reportaron 35 empresas, en 1998 y 
1999 se eleva nuevamente la cifra. Así, en el primer 
año se inscrihieron 41 nuevos servicios y en el se­
gundo se detallaron 49. El año 2000 presenta la 
ci rra más haja después de 1994: 30 agencias. No 
ohslante, es de !ornarse en cuenta que, a partir de 
diciemhre de ese año, no se recihieron más solici-
1udes por parte de la División de Registro y Con­
trol de la Policía Nacional Civil por aprohación y 
enlrada en vigencia de la nueva ley (2000). 

Los años en que la delincuencia aumentó, y 
que la pohlación percihió un amhiente de inseguri­
dad mayor, rueron 1995, 1996 y 1997. A partir del 
úl1imo año, las cirras reportadas por la Fiscalía 
General de la Repúhlica y los dalos recopilados en 
las encuestas de opinión púhlica reflejaron un des-

censo de la problemática. Probablemente el au­
mento de los servicios privados de seguridad que 
se observó en estos años se relacione con el incre­
mento de la criminalidad y la inseguridad. Esto 
siginitica que el aumento de la inseguridad genera 
en la población la búsqueda de alternativas, entre 
éstas, la seguridad privada. 

Los servicios privados de seguridad registrados 
cuentan con 20 643 elementos. Entre estos, el 91.8 
por ciento está activo y el 8.2 por ciento, inactivo. 
El mayor número de personas se uhica en las 
Agencias de Seguridad Privada, que constituyen el 
92.6 por ciento del total de servicios. En orden 
descendente se encuentran los Servicios Propios 
de Protección, las Agencias de Detectives Priva­
dos, las Asociaciones de Vigilantes y los Vigilan­
tes Independientes. En el caso de estos últimos, el 
Comisionado de la División de Registro y Control 
de los Servicios Privados') eslima que hay alrede­
dor de 2 000 vigilantes independientes, pero que 
hasta ahora sólo se han registrado 60. Se espera 
que con la nueva normativa el registro de estos 
agentes sea más riguroso. 

Cuadro 2 
Número de personas que laboran en las distintas entidades que prestan 

servicios privados de seguridad 

Denominación Personal 
Activas Inactivas Total Porcentajes 

Agencias de Seguridad Privada 17 491 1 642 19 133 92.6 
Servicios Propios de Pro1ección 928 30 958 4.6 
Agencias de Detcclives Privados 102 19 121 0.6 
Asociación de Vigilantes 422 9 431 2.1 
Vigilanles Independientes 60 60 0.3 

Total 18 943 1 700 20 643 100.0 

F11l'III<': División de Registro y Control de los Servicios privados de Seguridad. 

Según los registros, los servicios de seguridad 
privada se destinan a 3 621 el ienles. El 96.3 por 
cicnlo de las personas que demandan el servicio se 
uhican en el ruhro de las Agencias de Seguridad 
Privada. Las Asociaciones de Vigilantes reportan 

un 3.3 por ciento del total de clientes. Y en menor 
proporción, las Agencias de Detectives Privados y 
los Servicios Propios de Protecciónio con 0.3 y 0.1 
por ciento, respectivamenle. 

9. Entrevista con el Comisionado César Yaldemar Flores Murillo, quien rungía como jere de la División de Regis­
tro y Control de los Servicios Privados de Seguridad en el momento en que se realizó esta investigación. 

1 O. Los Servicios Prorios de Protcccicín ror su naturaleza no suelen tener clientes. ya que su misión es proveer 
seguridad a la misma ernrresa; sin ernhargo, este registro no se ha aclarado ror parte de la División de Registro 
y Control de los Servicios Privados de Seguridad. 
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Cuadro 3 
Número de clientes de los servicios privados de seguridad 

Denominación Número de clientes 
Activos Inactivos Total Porcentaje 

Agencias de Seguridad Privada 3 072 417 3 489 96.3 
Servicios Propios de Protección 4 2 6 0.1 
Agencias de Detectives Privados 7 1 8 0.3 
Asociación de Vigilantes 118 o 118 3.3 
Vigilantes Independientes 

Total 3 201 420 3 621 100.0 

Fuente: División de Registro y Control de los Servicios privados de Seguridad. 

Un gran porcentaje de las empresas de Seguri­
dad Privada está conformado por militares, políti­
cos y ex funcionarios. El Registro de Comercio 
reporta que los militares, con rango que oscila des­
de teniente hasta coronel, se encuentran involucra­
dos en 33 empresas. Entre los funcionarios y ex fun­
cionarios púhlicos se encuentran el ex director del 
Cuerpo de Agentes Metropolitanos, quien fungía 
como Inspector General de los Centros Penales 
cuando se escribió esta investigacion 11

; ex jefes de 
Narcóticos de la Policía Nacional Civil; el ex Di­
rector de la PNC y actual diputado, así como un 
ex diputado del FMLN (Ln Prensa Gráfica, 18 de 
marzo de 2000, p. 7c). 

2.3. Característica del personal 

En esta investigación, no se pudieron ohtener 
datos en torno a la educación, edad y sexo de las 
personas que lahoran en los servicios privados de 
protección. dado que aún la División de Registro y 
Control de la Policía Nacional Civil no cuenta con 
una hase computarizada acerca de estos registros. 
Sin cmhargo. en una entrevista con el Jefe de la 
Di visión se ohtuvieron algunos comentarios refe­
rente a los registros. Él manifestó que los servicios 
pri v;idos de seguridad cuentan, en su mayoría, con 
personal joven. En general, quienes trahajan son 
del sexo masculino, aunque existen algunas muje­
res que cf'cctúan trahajo operativo. 

Por otro lado, en un reportaje de Ln Prensa Grá­
firn se señala que "los dueños de las empresas pre­
fieren contratar a ex comhaticntes del ejército o de 
la guerrilla. y a trah;tjadores de la construcción" (Ln 

Prensa Gráfica, 18 de marzo de 2001, p. 9c). Este 
dato fue confirmado, en parte, por un empresario 
de un servicio de seguridad privada, quien expresó 
que su empresa, y las que él conoce, prefiere contra­
tar ex comhatientes del Ejército particularmente, y 
no personas de la ex guerrilla, dado que los prime­
ros tienen sus papeles en regla y su constancia de 
haja, lo cual facilita mantener un historial del perso­
nal. Además, por el hecho de que cuentan con expe­
riencia militar, en el manejo de armas y equipo, lo 
cual les facilita efectuar su lahor y reduce costos 
de capacitación a los empresarios 

2.4. Equipo que utilizan 

El equipo que usan las empresas privadas de 
seguridad es diverso. Entre éste encontramos ar­
mas de fuego, municiones, cinturones, esposas, por­
ta-esposas, hastones, chalecos hlindados y norma­
les, portafusiles y municiones, detectores metálicos, 
fundas, silhatos, radios y vehículos, entre otros. Has­
ta ahora, la Policía Nacional Civil no cuenta con un 
inventario detallado de todo el equipo que tienen a 
su disposición estos servicios privados. Con la en­
trada en vigencia de la nueva ley (2000) se recopi­
lará, a través de los formatos estahlecidos por la 
División de Registro y Control de Servicios Priva­
dos de Seguridad, la información pertinente. 

El número de vehículos y radios, así como la 
cantidad de armamento, han sido registrados por 
la División correspondiente de la Policía. El Cua­
dro 4 muestra que las Agencias de Seguridad Pri­
vada cuentan con 500 vehículos, que representan 
el 75.1 por ciento del total. En segundo lugar se 

11. Se sostiene que esta persona ha sido uno de los principales promotores de la privatización de la seguridud en las 
penitenciarias {u, Prensa Gráfica, 18 de marzo de 2000, p. 7c). 
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encuentran los Servicios Propios de Protección con 
un 19.1 por ciento. Finalmente, están las Agencias 
de Detectives Privados con un 0.5 por ciento. 

En el caso de las radios, la situación es similar 
a lo anterior. Podemos afirmar que la Agencias de 
Seguridad Privada son los servicios que cuentan 

con más recursos, así como también con más perso­
nal. Le siguen los Servicios Propios de Protección y 
las Agencias de Detectives Privados. Según los da­
tos de la Policía Nacional Civil, los Vigilantes Inde­
pendientes no contarían con mayores recursos. 

Cuadro 4 
Número de vehículos y radios registrados 

por los servicios privados de seguridad 

Denominación Vehículos registrados Radios registrados 
N Porcentajes N Porcentajes 

Agencias de Seguridad Privada 500 79.4 1 860 93.79 
Servicios Propios de Protección 127 20.2 120 6.1 
Agencias de Detectives Privados 3 0.5 3 0.15 
Asociación de Vigilantes o o o o 
Vigilantes Independientes 

Total 630 100.0 1 983 100.0 

F11e111e: Divisicín de Registro y Control de los Servicios privados de Seguridad. 

Del total de armas registradas. las Agencias de 
Seguridad Privada tienen el 79.4 por ciento. El 
resto se reparte entre los Servicios Propios de Pro­
tección y las Asociaciones de Vigilantes -el 19.1 
y 1.5 por ciento. rcspcctivamcnlc-. La División 

de Registro y Control de los Servicios Privados de 
Seguridad de la Policía Nacional Civil no cuenta 
con un registro de armas de las Agencias de De­
tectives Privados ni de los Vigilantes Independien­
tes. 

Cuadro 5 
Número de armas registradas por los servicios privados de seguridad 

Denominación 

Agencias de Seguridad Privada 
Servicios Propios de Protección 
Agencias de Detectives Privados 
Asociación de Vigilantes 
Vigilantes lndcpcndicnlcs 

Total 

Número de armas 

7 428 
1 786 

o 
144 

o 
9 358 

Porcentajes 

79.4 
19.1 

() 

1.5 
() 

1 ()().0 

F111'11/e: División de Registro y Control de los Servicios privados de Seguridad. 

2.4.1. Relación entre las armas de fuego y la 
seguridad privada 

El servicio privado de seguridad va más allá de 
la protección física hacia una persona, un hicn o 
un servicio que implique directamente un agente 
armado. La seguridad privada cuenta con una 

'Jl6 

campo amplio de acción, lo cual podemos consta­
tar por los diversos servicios que ofrecen las em­
presas, asociaciones o personas. Sin embargo, 
como se expuso en un inicio, la oferta de los servi­
cios de seguridad privada se ha orientado princi­
palmente a la protección de bienes materiales y de 
la integridad física. 
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Es importante señalar que los delitos contra la 
vida y la propiedad son cometidos, en su mayoría, 
con armas de fuego. Según estadísticas del Institu­
to de Medicina Legal, el 75 por ciento de los ho­
micidios se cometieron, en 1999, con armas de 
ruego. Asimismo, los registros de la Policía Na­
cional Civil indican que más del 50 por ciento de 
los rohos se comete con éstas. Cruz y Beltrán con­
cluyen en un estudio que "las armas de fuego es­
tán asociadas a la violencia" y a la criminalidad 
(Cruz y Beltrán, 2000, p. 50). No ohstante, el pro­
hlcma no radica sólo en el uso de armas de fuego, 
sino en el tipo de armas que utilizan quienes co­
meten actos delictivos. Entre estas se encuentran 
armas cortas y armas hechizas, pero lamhién ar­
mas que, según la ley. dehen ser de uso exclusivo 
de la Fuerza Armada, como ametralladoras, deter­
minadas armas largas, granadas, lanzagranadas, 
etc. 

La oferta y la demanda de los servicios de se­
guridad parten del ideario de que, para poder pro­
tegerse de los delincuentes, es preciso contar con 
herramientas de protección iguales o mejores que 
las que tienen los delincuentes. Existe una deman­
da hacia lo que podríamos llamar "poder de rue­
go". Por ende, hay una relación entre el aumento 
de los servicios de seguridad privada y la escalada 
en la potencia de armas de ruego usadas. En una 
entrevista a un empresario de servicios privados 
de seguridad. éste manirestó que los servicios de 
guardias de seguridad. protección de mercadería y 

protección a personalidades importantes son efec­
tuados, generalmente, apoyándose en armas de 
fuego. 

De los datos proporcionados por la División de 
Registro y Control de los Servicios Privados de 
Seguridad de la Policía Nacional Civil, se ohtuvo 
la relación armas de fuego por personas en cada 
servicio de seguridad. Según las cifras, los Servi­
cios Propios de Protección son los que mayor can­
tidad de armas tienen por personas. Las Agencias 
de Seguridad Privada promedian 0.4 armas por 
persona. Es decir, un poco menos de un arma por 
dos personas. Finalmente, las Asociaciones de Vi­
gilantes cuentan, aproximadamente, con un arma 
de fuego por cada tres personas. Es importante se­
iialar que, por un lado, la cantidad de armas no 
corresponde al total de armas que están en uso. 
Las estadísticas no discriminan entre armas en 
función y armas emhodegadas y/o en mal estado. 
Sin embargo, el registro de la PNC tampoco relle­
ja la cantidad real de armas existentes en los cir­
cuitos de la seguridad privada. Es difícil concebir 
que ningún Vigilante Independiente en todo el te­
rritorio Nacional cuente con un arma, así como 
imaginarse que las Agencias de Detectives Priva­
dos trabajen sin armas de ruego. Es obvio que el 
registro y control de armas en nuestro país adolece 
de muchos vacíos (ver Cruz y Beltrán). Por lo an­
terior, es más que probable que la cantidad de ar­
mas con que cuentan las empresas de seguridad 
sea mayor. 

Cuadro 6 
Promedio de armas que posee el personal que labora 

en los servicios privados de seguridad 

Denominación 

Agencias de Seguridad Privada 
Servicios Propios de Protección 
Agencias de Detectives Privados 
Asoc1ación de Vigilantes 
Vigilantes Independientes 

Total general 

Relación armas/personas* 

0.4 
1.9 
o 

0.3 
o 

0.5 

Lm datos se ohtuvieron c.Jivic.Jienc.Jo el número de armas entre el número e.Je 
personas. 
hll'llle: Elahoración propia. 
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3. Marco regulatorio de los servicios de seguri­
dad privada 

A continuación se expone el desarrollo que ha 
tenido la regulación de los servicios privados de 
seguridad. En primer lugar, de manera general se 
describen los antecedentes del marco regulatorio, 
antes de los acuerdos de paz ( 1992). Se prosigue 
con una revisión más detenida de la ley aprobada 
en 1994, lo cual marca un avance importante en 
materia legislativa. Asimismo, se efectúa una des­
cripciún comparativa de la ley de 1994 y la vigen­
te, aprobada en diciembre del 2001. Otro aspecto 
importante que se aborda es la aplicación de dicho 
marco regulatorio. Específicamente se describe la 
funciún desempañada por la Policía Nacional Ci­
vil, institución responsable del control y la regula­
ci<ín de los servicios privados. Además, se presen­
tan datos relacionados con la labor de control y 
regulación que dicha institución hace. Los datos 
corresponden, básicamente, al período comprendido 
entre 1994 y el 20!Xl. Dado que la reciente aproba­
ción y entrada en vigencia de la nueva ley ha mo­
dificado y detenido temporalmente el registro de 
nuevas empresas que deseen prestar servicios, no 
se cuenta con datos más recientes 1

!. 

3.1. La ley de 1994 

A partir de los acuerdos de paz suscritos en 
Chapuhepec. se establecen las bases para regular y 
controlar cualquier actividad relacionada con la 
seguridad privada, para lo cual se elabora un ante­
proyecto de ley entre el Gobierno de El Salvador y 
el Frente Farabundo Martí para la Liberación Na­
cional. En éste se señala que la regulación de los 
servicios privados comprenderá toda actividad de 
··rnalquier grupo. unidad o personas que preste ser­
vicios de seguridad a instituciones del Estado u otras 
instituciones públicas o privadas, así como tam­
bién a personas particulares" (Naciones Unidas, 
1992. p. 127 ). El anteproyecto define, a grandes 
rasgos. las características que deben tener las em­
presas de seguridad. en cuanto a personal y equipo 
de trabajo. y los métodos de control y regulación 
por seguir ante las instancias correspondientes. A 
la ve1 .. se estipulan prohibiciones y sanciones para 
las empresas. 

12. l lasta la fecha de rinalizar dicha investigación. 

El anteproyecto de ley de Servicios Privados 
de Seguridad ha sido una de las pocas leyes que se 
elaboraron en la "mesa de los acuerdos de paz" 1\ 

Las partes, el Gobierno de El Salvador y el Frente 
Farabundo Martí para la Liberación Nacional, 
consideraron que la regulación de los Servicios 
Privados de Seguridad era un punto impo11ante den­
tro del proceso de negociación, y para el estableci­
miento de la democracia y la paz. No obstante, en 
hase al anteproyecto, la Asamblea Legislativa se 
demoró dos años para definir el marco regulatorio 
de los servicios privados de seguridad. El 23 de 
febrero de 1994 se aprobó la ley de servicios pri­
vados de seguridad (Decreto 818), dando paso a 
cumplir las recomendaciones efectuadas en los 
acuerdos de paz. Los artículos de la Ley se relieren 
al objeto, campo de aplicación, autorización, regis­
tro y control de los servicios privados de seguridad, 
tipos de seguridad y requisitos para su autorización, 
sanciones y procedimientos, y disposiciones genera­
les. Además, el decreto contiene una serie de dis­
posiciones transitorias para las empresas ya esta­
blecidas. 

Sin embargo, la ley tuvo serias deficiencias en 
cuanto a su aplicación. Por un lado, la ley estable­
cía que la Policía Nacional Civil era responsable 
de crear el reglamento, y éste nunca se hizo; y por 
el otro, no se autorizó a prestar el servicio privado 
de seguridad a empresa alguna; pese a lo estable­
cido en la normativa, lo único que se llevaba era 
un registro de éstas. Hasta ahora, los mecanismos 
de regulación y control, tanto de las empresas que 
prestan servicios privados de seguridad como de 
las personas y el equipo que utilizan, no ha conta­
do con una revisión y evaluación sistemática y ri­
gurosa. 

3.2. La nueva normativa 

El decreto 227, aprobado el 14 de diciembre de 
2000, entró en vigencia el 2 de febrero de 2001, el 
cual establece los nuevos mecanismos de regula­
ción, registro y control que deben cumplir las em­
presas que prestan servicios de seguridad privada. 
Asimismo, describe las instituciones responsables 
y el campo de acción que éstas tienen. En esta ley, 
se encuentran cambios importantes en relación con 

1 ~. Entrevista al diputado del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN), Manuel Enrique 
Melgar. 
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la legislación anterior. Se observan modificaciones 
tanto en los procedimientos para la aprobación de 
una empresa, como en los mecanismos de control 
y registro. Además, se establecen y definen las in­
fracciones, así como los procedimientos para su 
aplicación. Una característica importante de la 
nueva normativa es que contempla prohibiciones, 
que regulan la participación de elementos de la 
Policía Na<.:ional Civil en los servicios privados de 
seguridad. 

Un primer <.:ambio que se establece en la nueva 
ley es la responsabi I idad de aquellos que controlan 
y regulan los servi<.:ios privados de seguridad. An­
teriormente, eran el Ministerio del Interior y el 
Ministerio de Seguridad Públi<.:a a través de la Po­
licía Na<.:ional Civil, entidades que ejercían el re­
gistro y rnntrol. En la a<.:lualidad, desaparece la 
parti<.:ipa<.:ión del Ministerio del Interior, y la labor 
le rnrresponde al Ministerio de Seguridad Públi<.:a 
y Justi<.:ia", a través de la Policía Nacional Civil. 
Sin embargo, una de las modil"irnciones más im­
portantes es la nea<.:ión de la División de Registro 
y Control de Servi<.:ios Privados de Seguridad, lo 
mal modil"i<.:a sustan<.:ialmenle la fun<.:ión de la Po­
licía Na<.:iclllal Civil. Anteriormente, el control y 
registro de estos servi<.:ios estaba a rnrgo de un 
Departamento. Es de<.:ir, el rnntrol y registro de la 
seguridad privada de un Departamento se nlllvier­
te en una División. El <.:ambio atribuye mayores 
fa<.:ultadcs, rcrnrsos y responsabilidades a la insli­
tu<.:ión poli<.:ial. También atestigua un re<.:onoci­
micnto de la complejidad e_ importan<.:ia del tema 
de los scrvi<.:ios privados de seguridad y la nc<.:csi­
dad de tener un mejor <.:ontrol y regulación. 

Pese a esta modifi<.:a<.:ión institu<.:ional, la Divi­
sión s(ílo menta, hasta la lc<.:ha, rnn 25 agentes, 
quienes deben regular 265 scrvi<.:ios privados de 
protc<.:<.:i(ín. Aunque la ley le cstablc<.:e por manda­
to sus obliga<.:ioncs, la infracstru<.:tura y el personal 
rnn que menta la entidad limita sus posibilidades 
reales para cjcr<.:cr un <.:ontrol cfcuivo. Ahora bien, 

uno de los principales problemas que presentaba la 
ley anterior era que la autorización de los servicios 
privados de seguridad estaba a cargo del director 
de la Policía Nacional Civil, previo dictamen de 
evaluación efectuado conjuntamente por el 
Viceministro de Seguridad Pública 1

~ y el Fiscal 
General de la República. Para realizar la evalua­
ción se contaba con treinta días, a partir del mo­
mento de haber recibido la información. Este re­
querimiento fue señalado como uno de los princi­
pales obstáculos para la autorización de las empre­
sas de scrvi<.:ios privados de seguridad 16, dado que 
una autorización requería del aval de tres institu­
ciones, en un período de treinta días, cosa que, en 
la práctica, no resultaba operativo. Sin embargo, 
pese a los requerimientos burocráticos de esta ley, 
es alarmante <.:onstatar que ninguna empresa haya 
sido autorizada en un período de seis años. Al 
igual que la falta de elaboración del reglamento, 
no es dil"ícil llegar a la condusión de que el pro­
blema obcde<.:c a <.:ausas más de fondo que de for­
ma. 

La actual legislación modifica el proceso des­
crito anteriormente. La nueva Ley responsabiliza 
al director de la Policía Na<.:ional Civil de resolver 
la autorización de las empresas dentro de los trein­
ta días hábiles siguientes de aprobar la ley. no sin 
antes haber rc<.:ibido un di<.:tamcn favorable de la 
División de Registro y Control de Servicios Priva­
dos de Seguridad de la misma institución. Aquí 
observamos un <.:ambio importante en el me<.:anis­
mo de toma de de<.:isiones. Es probable que éste 
facilite y agilice el proceso de autoriza<.:ión de las 
empresas. No obstante, es ne<.:esario tener "volun­
tad" para ejcr<.:cr y aplicar la ley. Por otro lado, 
debe analizarse si el otorgar toda la responsabili­
dad a la Polida Na<.:ional Civil --de regular y con­
trolar los servi<.:ios privados de seguridad- garan­
ti1.an la transparen<.:ia y el adecuado funcionamien­
to de estos scrvi<.:ios. Especialmente, mando se ha 
mcstionado la <.:.tpa<.:idad de esa institución. 

14. Al entrar el gohicrno del rrcsidcntc Francisco Flores en 1999. unificó el Misterio de Seguridad Púhlica y el 
Misterio de Justicia y creó el Ministerio de Seguridad Púhlica y Justicia. Aclualmente. dicho Ministerio se ha 
ronvenido. incorrorando otras instancias guhernamentales. en el Ministerio de Gohcrnación. 

15. Este rargo no existe actualmente, dado que el Ministerio de Seguridad Púhlica desapareció con la entrada del 
gohierno de Francisco Flores. en 1998. 

16. Entrevista con el comisionado César Yaldemar Flores Murillo. quien fungía como jefe de la Divisi<ín de Regis­
lrn y Conlrol de los Servicios Privados de Seguridad en el momento en que se realizó esla investi¡,rnción. 

LOS SEH.VICIOS DE SEGUH.IDAD PH.IVADA EN EL SALVADOH. 919 

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J." 
Universidad Centroamericana José Simeón Cañas



3.2.1. Proceso para la obtención de la licencia 
de operación y tipos de licencias 

El proceso para obtener la licencia de opera­
ciones para ofrecer servicios de seguridad, así 
como la clasificación de las licencias que se otor­
gan, depende de la naturaleza de los servicios. La 
nueva Ley estipula para las Agencias de Seguridad 
Privada y Agencias de Investigación Privada re­
quisitos distintos a los establecidos para los Servi­
cios Propios de Protección 17, la Asociación de Vi­
gilantes Independientes y Vigilantes Independien­
tes. La diferencia reside en que los primeros ofertan 
(venden) el servicio de seguridad privada a cual­
quier cliente, y los segundos, dada su naturalcza1", 
no ofertan dicho servicio en el mercado. Esta dife­
rencia es la que obliga a que los requisitos exigi­
dos a los servicios ofertados en el mercado sean 
cuantitativa y cualitativamente mayores. Por ejem­
plo. de acuerdo con la ley actual. las Agencias de 
Seguridad Privada y las Agencias de Investigación 
dehen cumplir con dos procesos de autorización. 
En primer lugar, la autorización para establecerse 
como empresa o agencia. para lo cual es necesario 
cumplir una serie de requerimientos. Posterior­
mente. cuando ya estén debidamente autorizadas, 
dehen solicitar una segunda autori1.ación para ini­
cwr nperacir111es. 

En la primera autorización. la función de la Di­
visi<Ín de Registro y Control de Servicios Privados 
de Seguridad consiste en verificar la documenta­
ci<in presentada por las empresas que prestan ser­
vicios de seguridad. Una vez obtenida la primera 
autori1aci<Ín. la empresa puede iniciar el proceso 
de adquisición de equipo y personal para trabajar. 
Antes de iniciar las operaciones, la empresa debe 
solicitar la segunda autori1ación de su funciona-
111iento: en este 1110111ento. la función de la Divi­
si<in consiste en verificar el inventario de equipo y 
que la documentación del personal esté apegada a 
los requisitm exigidos por la ley. 

Lis obligaciones establecidas en estos dos pro­
cesos. en general. estaban contempladas en la ley 
anterior. Sin emhargo, se solicitaban en un solo 
proceso. La Policía Nacional Civil recihía y regis-

traba la documentación presentada por la empresa, 
y efectuaba inspecciones de verifica~ión. Sin em­
bargo, por el colosal atraso en el otorgamiento de 
las autorizaciones, las empresas o agencias empe­
zaban a funcionar y esperaban legalizarse "en el 
camino". De acuerdo con la ley actual, una empre­
sa o agencia no puede iniciar operaciones si no ha 
obtenido un aval de la División y una respuesta 
favorable del Director de la PNC. 

En cuanto a los Servicios Propios de Protec­
ción19, la Asociación de Vigilantes Independientes 
y Vigilantes Independientes, estos sólo deben se­
guir un proceso de autorización y funcionamiento, 
como se requería en la legislación anterior, con la 
diferencia de que sólo la Policía Nacional Civil 
realiza los trámites. 

3.2.2. Requisitos establecidos por la ley 

A continuación se abordan los requisitos esta­
blecidos para que los servicios de seguridad priva­
da puedan iniciar labores. Como se explicó ante­
rionnente, los requisitos están relacionados con la 
naturaleza de los servicios. Por ello, en primer lu­
gar, se describen las obligaciones de las Agencias 
de Seguridad Privada y Agencias de Investigación. 
Y en segundo lugar, se plantean los Servicios Pro­
pios de Protección, la Asociación de Vigilantes In­
dependientes, Vigilantes Independientes e Investi­
gadores Privados. Es necesario aclarar que aque­
llos servicios o aquellas personas que están labo­
rando actualmente, deben cumplir los mismos re­
quisitos. No obstante, la ley contempla disposicio­
nes transitorias para éstas, las cuales se describen 
más adelante. 

(a) Agencit1.1· de Seg11ridad Pril'C1da y Agencias 
de lnvestigaciri11 

En el Cuadro 7, se observan los requisitos exi­
gidos a las Agencias de Seguridad Privada y 
Agencias de Investigación para establecerse. 

La mayor parte de los requisitos establecidos 
en el decreto 227 para las Agencias Privadas de 
Seguridad cstahan contemplados en el antiguo de­
creto 818. La modificación central de los requisi-

17. Cu.indo lm Servicios Propios de ProteccilÍn cuentan con más de 4 agentes. dehen cumplir otros requisitos 
c,t;1hlccido, en el Artículo 44. 

18. La, A,ociaciones de Vigilantes Independientes aunque venden un servicio. prestan seguridad en territorios 
c,pccfficm. y el carácter de asociación es lo que lo direrencia de una empresa (comisionado Flores Murillo). 

l 'J. 1:n ca,o de que una empresa contrate hasta cuatro agentes para Servicios Propios de Protección. sólo dehc 
inl'mmar. no necesita autorización. 
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Cuadro 7 
Requisitos exigidos a las Agencias de Seguridad Privada 

y a las Agencias de Investigación para su establecimiento20 

Agencias de Seguridad Privada 

Artículo 18 
a) Presentar solicitud a la Dirección General de la Policía Na­
cional Civil, la cual contendrá nombre y apellido y las gene­
rales del solicitante, fotocopia del documento de identidad per­
sonal, Número de Identificación Tributaria, Número del 
Carnet del Instituto Salvadoreño del Seguro Social o copia 
certificada de la escritura de constitución de la sociedad debi­
damente inscrita en su cargo; 

b) indicación del tipo de servicios que prestará a la empresa, 
su plan de funcionamiento, así como el programa de capaci­
tación y adiestramiento que recibirá su personal; 

c) matrícula de comercio; 

d) presentar constancia que se carece de antecedentes penales 
y policiales de la persona natural propietaria de la empresa o 
de los miembros de la Directiva de la sociedad de que se 
trate; 

e) el recibo de cancelación de los derechos fiscales corres­
pondientes. 
En el caso de las personas jurídicas, deberán presentar la res­
pccti va acrcditaci<ín de su representante legal. 

Agencias de Investigación Privadas 

Artículo 37 
a) Dichas agencias deberán cumplir 
con los requisitos relativos a las 
Agencias de Seguridad Privada. 

tos es la exigencia del pago de los derechos fisca­
les. El Artículo 8 de la presente ley establece que los 
derechos que deberá cancelar para iniciar su funcio­
namiento son los que se citan a continuación. 

En caso de que la empresa cuente con un nú­
mero no mayor de 30 personas, cancelara un 
total de tres salarios mínimos mensuales. 

Las empresas que cuenten con un personal en­
tre treinta y uno y sesenta, cancelaran un total 
de seis salarios mínimos mensuales. 

Aquellas que cuenten con sesenta y un perso­
nas en adelante cancelaran diez salarios míni­
mos mensuales, 

bablemente más ganancias, terminan pagando me­
nos. Una forma de regular y controlar el creci­
miento de dichas empresas -en cuanto perso­
nal- es estableciendo mayores impuestos para 
aquellas más grandes. Por su parte, las Agencias 
de Investigación Privadas deben cumplir con las 
mismas obligaciones descritas para las Agencias 
Privadas de Seguridad. Esto significa un cambio 
sustancial en relación con la antigua legislación, 
puesto que la cantidad de requisitos que deben 
cumplir con la nueva normativa se incrementan. 
La ley pugna por un mayor control y regulación 
de las operaciones de estas agencias. Ahora bien, 

La aplicación de dichos pagos fiscales tiende a 
favorecer a las empresas más grandes, ya que las 
que tienen un mayor número de empicados y pro-

, una vez que las agencias o empresas tengan la au­
torización para establecerse, es necesario que 
cumplan con la autorización para dar inicio a .\·u.1· 
operaciones. En el siguiente cuadro se observan 
los requisitos exigidos. 

20. Lm rcmnatos Je solicitud para estos servicios se presentan en los anexos 2 y 3. 
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Cuadro 8 
Requisitos exigidos a las Agencias de Seguridad Privada 

y a las Agencias de Investigación 

Agencias de Seguridad Privada 

Artículo 19 
a) Nómina del personal de seguridad y administra­
tivo con que iniciará sus operaciones la empresa, 
así como el inventario de armas, municiones y 
equipo con el que cuenta en ese momento. 

h) Diseño del uniforme que usarán sus miembros 
en el desempeño de sus funciones, el cual en nin­
gún caso deberá tener similitud con el de la Poli­
cía Nacional Civil. la Academia de Seguridad Pú­
blica o la Fucr1.a Armada. 

c) Constancia de la compañía respectiva a los si­
guientes seguros: 

i) Seguros para cubrir daños a terceros. 
ii) Seguro de vida colectivo para el personal 

que labora en la empresa. el cual deberá ser 
por lo menos veinticinco veces el salario 
mínimo mensual vigente o en su defecto de­
claración jurada de que asumirá dicha pro­
tección. 

Un cambio importante en los requisitos a las 
Agencias de Seguridad Privada y las Agencias de 
Investigación Privada se estipula en relación con 
los uniformes: éstos no deben tener similitud con 
los disciios de la Policía Nacional Civil, la Acade­
mia Nacional de Seguridad Pública o de la Fuerza 
Armada. A lo anterior se suma una disposición del 
director de la PNC. que prohíbe la utilización de 
camisas de color awl. blanco, negro y verde, en 
cualquiera de sus tonalidades. Asimismo. se prohíbe 
el diseño de los uniformes tipo comando o fatiga; 
escarapelas. placas y logotipos que sean similares 
a las instituciones mencionadas. Por último. otra 
di l"crcncia de la nueva ley es la regulación del se­
guro colectivo para el personal. Ésta establece con 
claridad el monto que deben cubrir las empresas. 
disposición contraria a la ley de 1994. que no defi­
nía 1111 mínimo del seguro colectivo. 

(/¡) Scn-icios Propios de Protecciá11 Patri1110-
11iol. Awciociá11 de Vigilm1tcs Y Vigilo111es /11dc­
/JClldic11tcs 

Los requerimientos que define la ley para los 
Servicios Propios de Protección Patrimonial. las 

'>22 

Agencias de Investigación Privadas 

Artículo 37 
Dichas agencias deberán cumplir con los requ1s1-
tos relativos a las Agencias de Seguridad Privada. 

Artículo 40 
Las agencias de investigadores o el personal de las 
mismas que desee tener y portar armas de fuego, 
deberá sujetarse a las regulaciones establecidas en 
la ley respectiva y deberá informar a la Policía 
Nacional Civil, en forma detallada, el número, la 
clase de arma, la cantidad y el tipo de municiones, 
así como los equipos en general a utilizar en el 
desempeño de sus actividades. 

Asociaciones de Vigilantes y Vigilantes Indepen­
dientes. son distintos para cada una de las entida­
des mencionadas. El denominador común es que 
el proceso de establecimiento y funcionamiento 
requiere de una sola autorización. 

Respecto a los requerimientos para los Servi­
cios Propios de Protección Patrimonial. el cambio 
principal que establece la nueva ley respecto a la 
anterior es que formula los requisitos para aquellas 
empresas que cuentan hasta con cuatro vigilantes. 
las cuales no fueron descritas en la ley de 1994. 
En el caso de que la empresa cuente con m.ís de 
cuatro agentes, las exigencias son iguales a la nor­
mativa anterior. 

Rel"crcnte a los requisitos de la Asociación de 
Vigilantes y Vigilantes Independientes, éstos son 
los mismos que se establecieron en la ley de 1994. 
No obstante, algunos de estos requisitos no se cum­
plieron. como el Artículo 32; no Hxlos los vigilantes 
independientes cuentan con un mismo color y dise­
ño en su uniforme. Esto deja entrever que las dispo­
siciones que la ley establece dependen de la capa­
cidad y voluntad de las entidades responsables para 
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Cuadro 9 
Requisitos exigidos a los Servicios Propios de Protección Patrimonial, 

la Asociación de Vigilantes y Vigilantes Independientes 

Servicios Propios de Protección Patrimonial 

Artículo 43 
Personas naturales o jurídicas que contraten hasta 4 
vigilantes 

a) Nomhre y naturaleza de la persona contratante; 

h) nómina del personal de seguridad en la que se 
incluirán datos personales, huellas digitales y cual­
quier otra información que permita identificar en 
l'orma inequívoca a dicho personal; 

c) dirección del lugar donde presta servicio; 

d) inventario y fotocopia de la matrícula de las ar­
mas. municiones y demás equipo. 

Artículo 44 
Personas naturales o jurídicas que contraten más de 
4 vigilantes 

a) Presentar solicitud ante la Dirección General de 
la Policía Nacional Civil. la cual contendrá nomhre 
y apellidos así como las generales del solicitante, y 
l'otocopia del documento de identidad personal o 
l'otocopia certificada de la escritura de la sociedad 
dehidamente inscrita e su caso: 

h) indicaciún y descripción de los inmuehlcs donde 
se prestar.in los servicios de vigilancia y la forma 
como este hahrá de desempeñarse: 

c) en el caso que transporten valores propios, dehe­
rá descrihirse la forma en que se desarrollará tal 
aL"tividad: 

d) presentar númina del personal de seguridad. la 
cual comprenderá la información a que se refiere el 
Artínilo 20 de esta ley: 

L') presentar inventario de armamento, munición y 
demás equipo: 

g) presentar disei'ío del uniforme que usará el perso­
nal de seguridad en el desempeño de sus funciones, 
el rnal en ningún caso dcherá tener similitud con el 
de l.1 Policía Nacional Civil. la Academia de Segu­
ridad Púhlica o la Fucrt.a Armada. 

su aplic;1ciún. Las disposiciones del director de la 
Policía Nacional Civil que regulan el vestuario de 
los agentes. en cuanto a color, logotipos, escarape-

Asociación de Vigilantes y Vigilantes Independientes 

Artículo 30 
Asociación de Vigilantes 

a) Presentar solicitud ante la Dirección General de 
la Policía Nacional Civil, la cual contendrá nomhre 
y apellidos completos y generales del representante 
o representantes legales de la asociación; 

h) presentar documentos que acrediten la personali­
dad jurídica de la Asociación, acompañado de una 
copia de sus estatutos; 

c) presentar nómina de todos sus integrantes, quie­
nes deherán cumplir con los requisitos estahlecidos 
en el Arl. 20 de la presente ley; 

d) presentar certificación o credencial del represen­
tante o representantes legales de la asociación. 

Artículo 31 
Vigilantes Independientes 

a) Para ser autorizado por la Policía Nacional Civil 
como Vigilante Independiente, el solicitante elche 
cumplir con los mismos requisitos previstos en el 
Artículo 20 de la presente ley. 
La Policía Nacional Civil extenderá al vigilante au­
torizado un carnet para fines de identificación en el 
desempeño de sus funciones. 

Artículo 32 
Los miemhros de las asociaciones de vigilantes, así 
como los vigilantes independientes, en el desempe­
ño de sus funciones, usarán traje uniforme. el cual 
será determinado por la Policía Nacional Civil y 
será de color y características comunes a todas las 
asociaciones o vigilantes independientes. 

Las asociaciones de vigilantes y los vigilantes inde­
pendientes deherán usar también sohre su traje, una 
escarapela o distintivo propio que les identifique y 
particularice. 

lar y demás, tamhién son ohligatorias para los Ser­
vicios Propios de Protección Patrimonial. 
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(e) Requisitos para el personal que desea la­
horor en los servicios privados de protección 

Todos los servicios privados de prolección de­
hcn cumplir con el Arlículo 20 (ver Cuadro 10), 
que regula las ohligaciones que Liene el personal 
de estos servicios. Los requisitos son comunes 
para los diferentes servicios, salvo en lo que se re­
fiere al nivel cducalivo. En esle senlido, a los Agen­
tes de Investigación Privada se les exige el bachille­
ralo, y a los demás, el scxlo grado. 

En relación con la ley anterior, la actual pre­
senta modificaciones que, por un lado, facilitan la 
contratación del personal de las empresas, dado 
que disminuye el nivel de exigencia en cuanto a na­
cionalidad, edad y educación; y por el otro, agrega 
nuevos elementos que limitan la entrada del perso­
nal. Por ejemplo, el decreto 818 ( 1994) establecía 
como requisitos para desempeñar funciones de 
agente: ser salvadoreño por nacimiento, ser mayor 
de veintiún años y poseer un nivel académico no 
menor de noveno grado. El decreto 227 (2000) am­
plía la posihilidad de contratar personal extranjero 
con la dchida autorización, disminuye la edad a 
dieciocho años y el nivel de estudios pasa a sexto 
grado, excepto en el caso de los Agentes de Inves­
tigación, como se explicó anteriormente. Dichos 
requisitos se orientan a ampliar el campo lahoral, 
permitiendo a las empresas contar con un margen 
mayor de pohlación. Es decir, una modificación 
cuantitativa que parece olvidar los requerimienlos 
cualitativos que dehe cumplir un agente. 

Las modificaciones en cuanto a edad y nivel 
académico, desde una perspectiva teórica, es decir, 
en cuanto a la ley. marcan un retroceso, dado que 
disminuye los requisitos de un trabajo especializa­
do y de sumo cuidado como lo es la seguridad. 
Adcmüs, como veremos más adelante, los requisi­
tos de formación que se exigen en la Academia 
Nacional de Seguridad Púhlica no son suficientes, 
lo cual puede traer repercusiones a mediano y lar­
go plam. Ahora hien, desde una perspectiva prác­
tica. tamhién podemos considerar que lo estableci­
do por la ley significa un retroceso. No ohstante, 
tiene ciertos matices, dado que la ley anterior no 
se cjecutaha según lo estahlecido, las empresas 
contratahan personal con una preparación menor a 
la de sexto grado, y con una edad menor a los 22 
aiios. Esto significa que a algunos empresarios, las 
modificaciones a la ley les reduce el campo labo­
ral y la cantidad de agentes con los que cuenta 
actualmente. 

"24 

En este contexto, existe una modificación im­
portante encaminada a la cualidad del agenle, esto 
es, el curso de la Academia Nacional de Seguridad 
Pública. El decreto 828 exigía al personal recibir un 
curso de capacitación. Sin embargo, el decreto ac­
tual condiciona recibir y aprobar dicho curso. Es 
decir, el agente anteriormente asistía al curso, pero 
no tenía que aprobarlo, bastaha con su asistencia. 

Respecto al contenido y el proceso de capaci­
lación, éstos no han sufrido modificaciones. En 
ese sentido, la Academia Nacional de Seguridad 
Pública eslablece dos pruebas. En primer lugar, 
una psicológica, para evaluar rasgos de la persona­
lidad de cada aspiranle. Aprobada la prueba psico­
lógica, el candidalo se somete a un curso de capa­
citación, que tiene una duración de 40 horas clase 
y se imparle Lodas las semanas del año (excepto 
días feriados) de lunes a viernes. La prueba psico­
lógica tiene un costo de 5.7 dólares, y el curso de 
capacitación de 37 dólares. En este se ahordan te­
máticas como salud mental, derechos humanos, 
orientación jurídica e intervención del agente. Se­
gún el diputado Manuel Melgar, el tiempo que 
dura el curso de la Academia Nacional de Seguri­
dad Pública es insuficiente, por la cantidad de in­
formación que puede asimilar el agente y el tiem­
po que dura el curso. 

Por otro lado, la licencia para usar armas de 
fuego es el nuevo inciso con que cuenta la ley, lo 
cual está en correspondencia con la nueva norma­
tiva de armas de fuego. Todo aquel que desee tra­
bajar en una agencia debe contar con este requisi­
lo. Esto limitara la contratación de personal, dado 
que el acceso a la licencia cuenta con sus propios 
requisitos y tiene un costo económico. 

3.2.3. Métodos de control y regulación 

La ley faculla a la División de Regislro y Con­
trol de Servicios Privados de Seguridad la respon­
sabilidad de autorizar, verificar, regular y, en caso 
necesario, sancionar a los servicios privados de se­
guridad. La ley especifica para cada uno de los 
servicios regulaciones y procedimientos que dehen 
cumplir. Hasta ahora, la función de la Policía Na­
cional Civil no era muy activa. Los servicios pri­
vados de protección tenían la responsahilidad de 
proporcionar periódicamente los datos de su per­
sonal y la empresa. No obstante, las verificaciones 
e inspecciones efectuadas por esta entidad eran 
muy pocas. Según un empresario, esta institución 
no efectuaba un registro riguroso de la infraestruc-
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Cuadro 10 
Requisitos exigidos al personal que desea laborar en los servicios privados de seguridad 

Agencias de Seguridad Privada 
Servicios Propios de Protección Patrimonial 

Asociación de Vigilantes y Vigilantes Independientes 

Articulo 20 

a) Ser salvadoreño o extranjero con residencia de­
finitiva y cuando opere el principio de reciproci­
dad; 

h) ser mayor de 18 años de edad; 

c) poseer un nivel de estudios no menor de sexto 
grado, a excepción de los investigadores privados 
que requieren hachillerato; 

d) estar en huen estado de salud mental y en con­
diciones físicas aceptables para la función que 
desempeña conforme a certificación médica; 

e) presentar constancia de carencia de anteceden­
tes penales y policiales; 

1) someterse y superar un examen psicotécnico en 
la Academia de Seguridad Pública, como requisito 
de ingreso al respectivo curso de capacitación; 

g) recihir y aprobar un curso de capacitación im­
partido por la Academia de Seguridad Pública, 
que incluya las asignaturas de procedimientos de 
agentes privados y derechos humanos entre otras 
afines a los propósitos de tal adiestramiento; y 

h) poseer licencia para uso de armas de fuego. 

tura de la empresa, del almacenamiento de armas 
y revisión de los permisos''. La labor se limitaba a 
registrar e informar de actividades relacionadas 
con los demás servicios. De acuerdo con la ley 
actual, la Policía Nacional Civil es la encargada de 
contar con el registro de datos de cada servicio 
privado de seguridad, incluido su personal, verifi­
car y autorizar los servicios, efectuar inspecciones 
anuales coordinadas o sorpresivas, requerir infor­
mes periódicos a los servicios, y demás regulacio­
nes que establece la ley; el incumplimiento está 
sujeto a sanciones (ver Cuadro 1 1 ). 

Agencias de Investigación Privadas21 

Artículo 38 
Para desempeñar las funciones de investigadores 
privados se deberá solicitar autorización a la Poli­
cía Nacional Civil, para lo cual deherá cumplir 
con los mismos requisitos previstos en el Artículo 
20 de esta ley, y comprobar como mínimo el gra­
do académico de bachillerato. 

La Policía Nacional Civil, cumplido lm. requisitos, 
extenderá un carnet al investigador privado autori­
zado para su identificación en el desempeño de 
sus funciones. 

En cuanto a la regulación de la cantidad de 
personal y proporción de armas, municiones, equi­
po y material en general, no existe un techo esta­
blecido por la ley. Lo que señala la normativa en 
el Artículo I O es que, excepcio11al111e11te, el minis­
tro de Seguridad Pública y Justicia, previo estudio 
y verificación de la Policía Nacional Civil a través 
de la División de Registro y Control de Servicios 
Privados de Seguridad, podrá regular dicha canti­
dad cuando éstas no correspondan a las necesida­
des del servicio que presten o por causas relevan­
tes de seguridad pública o defensa nacional. En 

21. Los investigadores privados no pueden lahorar fuera de las Agencias de Investigación Privada. No ohslilntc. cada 
invcsligador dchcn seguir un procese, de autorización indcpendicnlc. 

22. En1rcvis1a al gcrcnlc administralivo de la empresa Cenluriones. 
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Cuadro 11 
Requerimientos para los Servicios Privados de Seguridad 

Agencias de Seguridad 
Privada 

Anículo 21 
Todas las agencias de seguridad 
privada cs1:ín ohligadas a llevar un 
adecuado regis1ro de su personal. 
armas. municiones. equipo. y de 
los con1ra1os de servicio que cele­
hrcn: dichos regis1ros deher:ín ser 
ac1ualizados periódicamenle. 
Es1os regis1ros podrán ser inspec­
cionados. en cualquier momenlo. 
por la Policía Nacional Civil. sin 
pniuicio de lo dispue,10 en el Ar-
1,culo 12 de la presen1e ley. 

Anículo 2-l 
Las agencias de seguridad privada 
dchcrün di.,poner de inslalaciones 
,ulccuada., para el alruacenamienlo 
de armamcnlos. municiones y 
equipo en gcnn;1I. 

Anículo 2:; 
La, agencia, de seguridad privada 
que dcn1n1 de su giro comercial 
comprendan el adics1ramien10 en 
in,1alacionc, para el u,o de armas 
de luego y prüc1ica de 1iro. dehe­
r,in rcal11ar dicho adieslranuenlo 
en in,1al;1cionc~ au1orizadas. por el 
M111"1e,w d,· IJel"cn,a Nacional. 
de acuerdo a lo di,pueslo en la 
1.cy de Conlrol de Arma, ele Fue­
~º- M111rn:mnc.,. Explosivo, y Ar-
1ículo, Similare,. 

Anículo 26 
En lo qu,· ,e reliere a 111edida, de 
.,rguridi.ld en l'I U!\O de arma\ de 
r111:go en polígonos de 1iro. la au-
1ori1a,·i,.,n del Minislerio de De­
kn,a Nacional es1arú sujeia :11 
rumpl1111icn10 de lo, requi,110, es­
lahlcrnlm ,obre la malcría. en el 
1cgl.1111cn10 l'C'.'-pcl.'11vo. 

1\nículo "c.7 
L1, ,1gL·nci.:1!-- de ~cgundad privada 
d,-hc·r,,n inlormar 1amhién a la Po­
licía Nacional Civil. sohre el ar-
111,1111en10 de propiec1"d individual 
de .,u personal que sea u1ili1.a<lo 
para la pres1aci<Ín de los servicios 
que hri1Hlc dicha en1idad. 
En ningún c.1.,0 dchcr;i Sl' rcquisi-
10 par;, laborar en una agcnci;1 o 
e111presa de seguridad privada. po­
!-,L'LT ar111a dl' ful'go. 

Ariículo .W 

Agencias de Investigación 
Privadas 

Servicios Propios 
de Protección Patrimonial 

La labor desempeñada por estas Anículo 45 
agencias no será considerada como Las personas con servicio propio 
ac1ividad auxiliar a la adminislra- de protección patrimonial esla­
ción de jus1icia. rán obligadas a informar a la Po­
Estas agencias es1án obligadas a licía Nacional Civil, sobre lodo 
comunicar inmedia1amente al Fis- cambio en la nómina de personal 
cal General de la República y a la y de armamento a u1ilizarse. así 
Unidad co1Tespondien1e de la Poli- como de cualquier información 
cía Nacional Civil, la comisión de requerida por la misma. 
aquellos hechos delictivos perse-
guihles de oficio. que en desempe- Artículo 46 
ño de sus funciones luviese cono- En caso de contlic10 lahoral. los 
cimicn10 y el resullado de sus ave­
riguaciones cuando le fuesen re­
queridos por dicha auloridad. 

Anículo40 
Las agencias de invesligadorcs o el 
personal de las mismas que deseen 
1ener y ponar armas de luego. de­
herá suje1arse a las regulaciones 
esiahlecidas en la ley respec1iva y 
<lehcrá inl"ormar a la Policía Nacio­
nal Civil. en forma <le1allada. el 
número. la clase de armas. la canli­
da<l y el I ipo de municiones. así 
co1110 equipos en general :1 u1ili,ar 
en el dese111peiio de sus ac1ivi<la­
<les. 

Anículo 41 
(.)ueda 1crminantemcn1e prohihi<lo 
en el e_jcrcicio de la función <le in­
ves1igación pnvada. vmlenlar el de­
recho al honor. a la inlimidad per­
sonal. a la in1egridad lhica. moral y 
familiar y a la propia imagen. 
Asimismo. queda prohihi<lo violar 
1<x.lo 1ipo <le correspondencia. así 
co1110 inlerkrir cualquier dase de 
co111unicaciones sin perjuicio de 
responsahilidad penal a que huhic­
ra lugar. 

miembros de los servicios pro­
pios de prolección pa1rimonial 
no podrán inlervenir en el mis­
mo a favor o en conlra de cual-
quiera de las panes. sin perjuicio 
del cumplimienlo de sus obliga­
cione~. 
Cuando en el conlliclo panicipe 
parle o lodo el personal de pro­
lección patrimonial. la persona 
nalural propielaria de la empresa 
o el represen1an1e legal si es per­
sona jurídica. informará y pon­
drá a disposición de la Policía 
Nacional Civil la pane o 101ali­
<la<l del an11amento. munición y 
equipo en su caso. 

Asociación de Vigilantes 
y Vigilantes Independientes 

Anículo JJ 
Las asociaciones de vigilantes de­
herán informar a la Policía Nacio­
nal Civil. mediante un registro de­
tallado. sobre !odas aquellas ar­
mas. municiones, 01ros pertrechos 
y accesorios. así como aquellas 
que sean propiedad individual de 
sus miembros y que estén des1ina­
das al uso de la misma para el 
<lesempe~o de sus funciones. 
Asimismo informarán sobre las 
municiones y equipos de defensa 
o comunicación que puedan desli­
narse al desarrollo de sus aclivida­
des. 
Los vigilantes independien1es de­
herán lambién dar cuenla a la Po­
licía Nacional Civil sobre sus ar­
mas. municiones y 01ros penre­
chos y accesorios. que des1inarán 
al desempeño de sus funciones. 
las cuales deher:ín regis1rarse de 
acuerdo a lo es1ablecido en la ley 
sobre la maleria. 

Anículo J4 
Las asociaciones de vigilan1es y 
los vigilantes independienles esla­
rán sujelos a prcslar exclusivamcn­
lc los servicios establecidos en esla 
ley, medianle la lahor de recon-ido 
y vigilancia. y en consecuencia no 
podrán dedicarse a la pres1ación de 
servicios individuales de seguri­
dad personal o de prolección inte­
rior de hienes in111uehles. salvo 
previa aulorización de la Policía 
Nacional Civil. sin prejuicio de po­
der actuar en la persecución y car­
lura de delincucnles sorprendidos 
en llagranle delilo. 

Anículo J5 
Las asociaciones de vigilan1es es­
larán ohligadas a velar por el co­
rreclo y hones10 desempeño de las 
aclividades prolesionales de sus 
miembros y deberdn informar a la 
correspondienle ins1ancia de la 
Policía Nacional Civil. sobre 
aquellas irregularidades o actos 
ilegales que los vigilanles comelan. 
a fin de proceder a lomar las medi­
das de ley correspondientes. sin 
perjuicio de las sanciones es1atu-
1arias o reglamenlarias que in1er­
namcn1e imponga la asociación. 
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este caso, la ley deja a discreción del Ministro la 
cantidad de personas y la proporción de equipo 
que puede tener una empresa. Esta regulación, Sf:­
gún la ley anterior, recaía en el director de la Poli­
cía Nacional Civil. Además, el antiguo decreto se­
ñalaba que el director determinaría la cantidad de 
personal y proporción de equipo, es decir, no obe­
decería a casos excepcionales. Estos cambios se 
efectuaron porque, en la discusión para aprobar la 
nueva normativa (2000), algunos servicios priva­
dos de seguridad alegaron que el Artículo I O, am­
parado en el decreto 818 (ley 1994 ), estaba origi­
nando un conflicto de intereses, dado que el ex 
director de la Policía Nacional Civil era socio de 
una empresa de seguridad. 

En cuanto al cambio que se efectúa en la nueva 
legislación de otorgar, sólo en casos excepciona­
les. un lecho a los servicios en cuanto a la canti­
dad de armas. de personal y de equipo que pueden 
tener. y no de determinar, las empresas sostuvie­
ron que estas prestaban un servicio como cual­
quier otra empresai 1

. 

3.2.4. Sanciones, infracciones y prohibiciones 

A diferencia de la ley de 1994, la normativa 
actual define con claridad lo que se considera una 
infracción y a qué tipo de sanción se está sujeto. 
Éste es uno de los cambios más importantes que 
se observan. El Artículo 47 clasifica las infraccio­
nes en tres tipos: fallas leves, faltas graves y faltas 
muy graves. Cada infracción cuenta con un monto 
que est,í en relación con el salario mínimo. Ante­
riormenle la ley establecía, en el Artículo 55, un 
intervalo de un mil colones como mínimo y de diez 
mil colones como máximo "según la gravedad de la 
infracción y capacidad económica del infractor". La 
nueva legislación establece por primera vez las 
prohibiciones. Entre éstas, la más importante se 
describe en el Artículo 59, la cual limita a ser pro­
pietarios, accionistas o contratistas de Agencias o 
Empresas Privadas de Seguridad a los siguientes 
funcionarios: 111ie111bros activos de la Policía Na­
cimwl Cii·il, al ministro de Seguridad Pública y 
./11sticia, al director general de la Policía Nacio­
nal Cii·il. el subdirector de Gestiones y Operacio-
11e.1 _,· el jefe de tu División de Registro y Control 
de la las E111pre.rns Privadas de Seguridad, ni sus 
jú111iliore.1 de rnnsanguinidad o <!finidad. Asimis­
mo. agrega. que aun después de tres años de haber 

terminado sus funciones, no pueden participar en 
estas empresas. 

Este artículo regula principalmente el proble­
ma que surgió con el anterior director de la Policía 
Nacional Civil, quien es socio de una empresa pri­
vada de seguridad. La ley prohíbe ser juez y parte 
a los miembros de la institución pública o afines al 
trabajo de control y regulación y pertenecer a los 
servicios privados de seguridad. 

3.2.S. Regulaciones transitorias de la ley 

Para los servicios privados de seguridad exis­
tentes, que son en total 300, la ley comprende una 
serie de regulaciones transitorias para su debida 
autorización. Los servicios están obligados a cum­
plir con todas las disposiciones anteriores. No obs­
tante, cuentan con un período especial para el cum­
plimiento de todos los requisitos, tanto las agencias 
como el personal. El tiempo adjudicado a los servi­
cios privados de seguridad para la entrega comple­
ta de la información es de 120 días, a partir del 2 
de febrero. Del 2 de junio hasta el 2 de julio de 
2001, la Policía Nacional Civil iniciaría un proceso 
de verilicación para constatar el cumplimiento de lo 
establecido por la ley (artículo 70) a través de ins­
pecciones, de lo cual depende la autorización para 
rectificar el funcionamiento de la empresa. 

En cuanto al personal, aquellos agentes que pres­
ten seguridad privada y no tengan licencia para usar 
armas de ruego, cuentan con un período de 180 
días a partir de la entrada en vigencia de la presen­
te ley, es decir. el 2 de agosto de 2001. Asimismo, 
aquellos agentes de seguridad, investigadores y vigi­
lantes, que no hayan tomado hasta ahora el curso de 
la Academia Nacional de Seguridad Pública, cuen­
tan con un año para hacerlo; el plazo vence el 2 de 
febrero de 2002. 

3.3. Acciones para controlar y regular los ser­
vicios privados de seguridad 

Las acciones para controlar y regular los servi­
cios privados de seguridad han estado encamina­
das a llevar un registro de estos servicios y verifi­
car que la documentación esté completa. Sin em­
bargo. durante los últimos seis años, algunas em­
presas han sufrido sanciones y, en menor propor­
ción, cancelación del servicio. A continuación 
ofrecemos los datos registrados por la División de 

2:-. E111rcvis1a con el diputado del Frente Farahundo Martí para la Liberación Nacional, Manuel Melgar. 
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Registro y Control de Servicios Privados de Segu­
ridad. y la evaluación que se ha hecho de éstos. 
Asimismo. se detallan cifras de la Academia Na­
cional de Seguridad Púhlica. 

.LU. Cifras de la División de Registro y Con­
trol de Servicios Privados de Seguridad 

La División de Registro y Control de Servicios 
Privados de Seguridad efectuó una evaluación, a 
solicitud de la legislación anterior. de los requisi­
tos que no están cumpliendo los servicios privados 
de seguridad. Los incumplimientos más señalados 

del agente que recihe el curso. Por otro lado, el 
agente dehe correr con los gastos del curso, el cual 
en ocasiones lo cuhre la empresa y se descuenta 
posterionnente de su salario. Sin emhargo, otras em­
presas tienen una visión distinta, más positiva, y 
consideran que el curso contrihuye a la capacitación 
y fonnación del agente, lo cual en un futuro mejora­
rá su servicio y reducirá los costos de la empresa. 
Por otro lado, la falta de seguros para el personal de 
seguridad y para daños a terceros tamhién ha tenido 
un componente económico. Muchas empresas consi­
deran que implica un costo más que un henelicio. 

por la Oivisión son: el curso de la Academia Na- En la evaluación que presenta la División, se 
cional de Seguridad Púhlica por parte del perso- muestra la cantidad de armas decomisadas de 
11,1I. el seguro para el personal, el seguro para da- 1996 al 2001. Las razones por las que se han de-
iios a terceros y los inventarios que no están dchi- comisado son diversas. En orden de mayor fre-
d,1111e111e ac1uali1.ados. Desde la perspectiva de al- cuencia, se ohserva, en la Figura 3, que se han deco-
gunas empresas. así como del personal, el curso de misado 244 armas por no portar matrícula. En se-
la Academia Nacional de Seguridad Púhlica impli- gundo lugar, huho 197 dernmisos por violación al 
c1 un tiempo y un costo. Es decir, las empresas Articulo 28 de la Ley de Armas';. En menor pro-
dchen prescindir de los servicios de un agente por porción se encuentran agentes con permiso venci-
un;i se111,111,1 y pagarles el salario. además de hus- 1 do. ceder un arma a otra persona y agentes en es­
car un,1 solución alternativa para ocupar el lugar I tado de ehriedad. 

~ 

:::; 

Figura 3 
Número de armas decomisadas a los servicios privados de seguridad 

por diferentes motivos de 1996 al 2001 

! 
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F11,·111e: División de Registro y Control de los Servicim Privados de Seguridad. 

1(Xl 

24. 1:1 Artírnlo 2X determina la necesidad de portar un permiso autenticado por un notario para la portación de un 
,1rn1a de ruego. 
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Como resultado de las diligencias efectuadas 
por la División, antes departamento, debido a las 
infracciones a la Ley de Registro y Control de los 
Servicios Privados de Protección, hubo 15 servi­
cios suspendidos temporalmente, 1 O multados y 2 
cancelados. Sin embargo, la mayor cantidad de ca­
sos todavía no tienen una resolución (31 ), y 5 han 
sido exonerados bajo la normativa de 1994. 

3.3.2. Cifras de la Academia Nacional de Segu­
ridad Pública 

El personal que presta servicios de seguridad 
privada recibe un curso de capacitación en la Aca­
demia Nacional de Seguridad Pública. Hasta ahora, 
13 418 agentes han recibido el curso. Según datos 
de esta institución, se cuenta con un délicit de 5 805 

personas que no han recibido esta capacitación. 
Tres años después de la aprobación de la ley 
(1994), la Academia Nacional de Seguridad Públi­
ca inició el proceso de capacitación de agentes. En 
1997 se capacitaron 2 900 personas de los servi­
cios privados de seguridad, para lo cual se impartie­
ron 23 cursos en el año. De acuerdo con los regis­
tros, 1998 fue el año en que el número de agentes 
capacitados fue mayor, se impartieron 40 cursos en 
el año y asistieron 4 890 personas. En contraste con 
1999, fecha en que se observó una notable disminu­
ción, pues se recibieron 3 394 agentes y se impartie­
ron 45 cursos. No obstante, el 2000 y en los prime­
ros meses del 2001, la afluencia disminuyó sustan­
cialmente, pese al déficit considerable de agentes 
que no han asistido a la capacitación. 

Figura 4 
Número de agentes que han recibido el curso en la Academia 

Nacional de Seguridad Pública de 1997 al 2001 
(1111)11 
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F11n11c: Ác,1dcmia Nacional de Seguridad Púhlica. 

4. Beneficios y problemas de la seguridad pri­
vada en El Salvador 

Ls innegable que los servicios privados de se­
gurid,1d contribuyen. en general. con la labor 
di,uasiva del delito y la delincuencia. que bencfi­
L·ia la seguridad de la población. Asimismo, y en 
rornw particular. ofrece un trabajo personalizado 
de seguridad a las personas que prestan sus servi­
cios. Otro beneficio. d,1do el amplio campo de los 
~cr,·icios priv,1dos de seguridad. es que éstos pro­
porcionan equipo para el control en zonas indus­
lri,tles y de comercio. Esto permite a los empresa­
rios contar con un mejor control del personal y/o 

2157 

2000 2001 

personas que entran a sus establecimientos. Asi­
mismo observamos que, en el ejercicio de sus la­
bores, los agentes no han estado exentos de ser 
víctimas de la delincuencia. Durante los últimos 
años, han sufrido robos, lesiones y en ocasiones 
han perdido la vida durante su labor. 

El registro de la División de Registro y Con­
trol de los Servicios Privados de Seguridad mues­
tra, en el Cuadro 12, el total de delitos de los que 
han sido víctimas los agentes, desde 1998 hasla el 
2000. El dcli10 más común es el robo ele nrmas de 
fuego o del equipo de trabajo. 
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Cuadro 12 

Años Delitos cometidos contra agentes 

Robo (armas de Lesiones Homicidios 
fuego o equipo) (heridos) 

1998 
1999 
2000 

62 28 
81 56 

104 68 5 

Total 247 152 5 

Fuente: División de Registro y Control de los Servicios Privados de Seguri­
dad, Policía Nacional Civil. 

Dada la particularidad de este mercado, si di­
chos servicios no se regulan y controlan, podría sig­
nificar un problema más que un beneficio para la 
sociedad. En el caso salvadoreño, por razones que 
hemos mencionado, los servicios privados de seguri­
dad han estado en tela de juicio continuamente2

'. La 
crítica pública ha estado centrada en dos puntos. En 
primer lugar, se señala la falta de control y regula­
ción. pese a la normativa existente. Esto ha dado 
facilidad a un crecimiento desproporcionado de las 
empresas y a un elevado número de agentes arma­
dos. En segundo lugar, se hace alusión a la vincu­
lación de dichos servicios en actos delictivos y, en 
ocasiones. con el crimen organizado"''. 

Recientemente, el Fiscal General de la Repú­
blica, Bclisario Artiga, afirmó, en un diario matu­
tino. que se ha comprobado la participación de vi­
gilantes en el crimen organizado, al actuar como 
"los oídos de los secuestradores". Además, mani­
festó que la seguridad privada se ha "constituido 
en un ejército sin control" (La Pre11sa Gráfica, 13 
de mayo de 2001, p. 5). Esto concuerda con la opi­
nión del diputado Manuel Melgar, quien considera 
que la cantidad de personas que trabajan en algu­
nas empresas es un problema de "seguridad nacio­
nal"'7. El caso de una empresa de seguridad, deno­
minada Sociedad de Vigilantes Independientes de 
El Salvador (SOVIES), es uno de los casos más 
emblemüticos de la vinculación de estas empresas 
con el crimen organizado. Dicha empresa prestaba 
servicios de protección a colonias; posteriormente 

25. Ver u1 Prens{I Gráfica. 9 de junio de I 997. 

se dedicó a brindar serv1c1os Propios de Protec­
ción. El propietario de la empresa fue capturado 
por su presunta participación en los secuestros de 
personas que estaban bajo su seguridad (La Pre11-
sa Gráfica, 21 de febrero de 2001, pp. 4-5). 

Desde hace años, la opinión pública ha hecho 
hincapié en la necesidad de controlar y regular los 
servicios. En 1997, un editorial de La Pre11sa Grá­
fica señaló que "los servicios privados de seguri­
dad deberían estar regidos -en los hechos, no 
sólo en el papel- de una manera estricta y suma­
mente cuidadosa y exigente. Para autorizar a una 
empresa que quiera prestar esa clase de servicios, 
habría que hacer una investigación previa sin con­
templaciones y luego llevar un registro completo 
que, en determinadas condiciones, tendría que es­
tar a disposición del público" (La Prensa Gráfica, 
9dejuniode 1997). 

Por otro lado, también encontramos que las 
propias empresas privadas de seguridad han sido 
denunciadas por su personal. Estas empresas son 
las que más figuran en el Ministerio de Trabajo. 
Dicha institución registra un total de "116 denuncias 
contra 30 agencias de seguridad" (La Prensa Gráfi­
ca, 18 de marzo de 2001, p. 8c ). Entre las quejas 
más comunes se encuentran los adeudos del sala­
rio a sus empleados (68.10 por ciento); el 12.06 por 
ciento aduce falta de vacaciones; el 6.89 por ciento, 
falta de pago por las horas extras trabajadas. Por 
úllimo, los problemas mencionados, en un porcen­
taje menor, son: el retraso de subsidio por incapa-

26. El caso más reciente vincula al propietario de una empresa de seguridad privada con el caso de Luis Posada 
Carriles. acusado de preparar un plan para matar al mandatario Fidel Castro (La Prensa Gráfica. 15 de marzo de 
2001. p. 10). 

27. En1revis1a al diputado Manuel Melgar. 
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cidad, descuentos ilegales, falta de pago del agui­
naldo, despido, cambio de horarios y maltratos. 

5. Conclusiones y recomendaciones 

Los servicios privados de seguridad tuvieron 
un mayor auge al finalizar la guerra. Las principa­
les causas de este incremento se relacionan con el 
prohlcma de la criminalidad, la inseguridad y la 
falta de eficacia en la labor de seguridad pública. 
En todo ello, la cultura de la violencia desempeña 
una función primordial. Asimismo, la falta de re­
gulación y control de los servicios ha favorecido 
el incremento desproporcionado; además, la facili­
dad para prestar estos servicios ha incentivado la 
entrada de todo tipo de personas a este mercado, 
que, en ocasiones, se han vinculado a actos 
delictivos y al crimen organizado. 

De acuerdo con lo anterior, la función de la Poli­
cía Nacional Civil y de las instituciones involucra­
das en preservar la seguridad pública, dehc realizar­
se con mayor eficacia y eficiencia, para combatir, 
disuadir y prevenir la delincuencia. La legislación 
actual cuenta con mecanismos y procesos más cla­
ros que la anterior. No ohstanlc, varios de los requi­
sitos plasmados en la ley actual ya cstahan compren­
didos anteriormente, pero no se hahían cumplido. 
Esto indica que la efectividad en la regulación y el 
control no depende sólo de la ley, sino de la aplica­
ciún y --voluntad" que se tenga para hacerlo. 

Entre las principales ventajas que se observan 
en la legislación actual, encontramos nuevos me­
canismos en la loma de decisiones. Además, se 
destaca una mayor rcsponsahilidad de la Policía 
Nacional Civil para el registro y control de los servi­
cios privados de seguridad, y establece con mayor 
claridad los criterios para la autorización de estos 
servicios. Sin cmhargo, como se mencionó, esto 
puede constituirse en un arma de dohle filo, ya 
que responsahilizar solamente a la Policía la auto­
ri1.ación, el control y la regulación de estos servi­
cios, puede traer repercusiones, en especial en un 
país como el nuestro con antecedentes de violen­
cia con fines políticos. Otras de las ventajas que se 
observan son: la regulación del pago de derechos 
fiscales y seguros para el personal, nuevas rcstric­
ci<rnes para el personal y el vestuario y, finalmen­
te. un giro central en la definición de las infraccio­
nes. sanciones y prohihicioncs. 

Sin embargo, pese a que la nueva normativa 
define mayor rcsponsahilidad en la División de 

Registro y Control de los Servicios Propios de 
Protección, ésta no cuenta con los elementos, in­
fraestructura y personal necesarios para aplicar y 
desarrollar con eficacia y eficiencia el control y la 
regulación de 265 servicios privados de seguridad. 
Asimismo hay que destacar que la ley actual 
muestra ciertas debilidades en relación con el de­
creto anterior. Se observa una mayor permisividad 
en algunos requisitos, como la edad y el nivel de 
estudios. De igual forma, la ley deja fuera un pun­
to controversia!, el de la identificación de la obten­
ción de armas, y el origen del capital por parte de 
los propietarios. 

La ley no dehería dejar a discreción del minis­
tro de Seguridad Pública la cantidad de personal y 
armas con que puede contar una empresa; debería 
evaluarse un límite de crecimiento para éstas, 
dado el mercado al que sirven y la importancia de 
su servicio. Una posibilidad sería establecer una 
relación directa entre los pagos de impuestos; a 
mayor número de agentes más impuestos se paga­
rían y viceversa. Esto regularía, en cierta medida, 
el mercado y la seguridad privada. 

Los agentes de los servicios privados de segu­
ridad constituyen parte del control y disuasión de 
la delincuencia, dada la participación persona­
lizada que ejecutan. Por ello, una mejor coordina­
ción y comunicación entre los servicios privados 
de seguridad y la Policía Nacional Civil contrihui­
ría a disminuir el índice delictivo. Por otro lado, es 
necesario mejorar el control y registro del equipo 
de los servicios privados de protección. Asimismo, 
es preciso conocer la distribución geográfica de 
los servicios, para coordinar -en la medida que 
faculta la ley- y conocer el trabajo de estas enti­
dades. Para que los servicios privados de seguri­
dad cumplan su función, y no se conviertan en un 
problema más complejo de lo que actualmente 
son, es preciso dar soluciones integrales. La ley, 
por sí misma, no resolverá la gama de necesidades 
que requiere controlar y regular a estos servicios. 
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